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I. RESUMEN 

El análisis tuvo como objetivo, determinar la sentencia de la sala penal de 

apelaciones en adicción sala penal de liquidadora de la Provincia de Puno de la Corte 

Superior de Justicia de Puno sobre el caso, de uso de documento privado falso de 

acuerdo a los parámetros normativos, doctrinarios y la jurisprudencia existente 

pertinente, en el expediente Nro. 01373-2014-71-2101-JR-PE-02. Método y 

materiales.  Es de tipo cuantitativo y cualitativo, nivel exploratorio, retrospectivo -

trasversal, la recolección de datos se realizó de un expediente seleccionado con el 

método de muestreo por conveniencia, con la técnica de la observación y análisis de 

contenidos. Los resultados nos muestran que se condenó a los imputados a dos años 

de pena privativa de libertad suspendida en su ejecución por el periodo de un año, 

sujeto a las reglas de conducta, asimismo le impone 180 días multa que asciende a la 

suma de tres mil seiscientos nuevos soles y fijó por el concepto de reparación civil la 

suma de dos mil nuevos soles, esto a favor del Estado Peruano y veinte mil nuevos 

soles a favor de los agraviados. Conclusión. Esto por la comisión del delito Contra la 

Fe Pública, en la modalidad de Falsificación de Documentos en General, en su forma 

de Uso de Documento Privado Falso, previsto y sancionado en el segundo párrafo 

del Art. 427 y es necesario analizar elementos comunes del delito, es decir, los 

elementos necesarios para la configuración del ilícito penal; conociendo el momento 

de la consumación de dicho delito; analiza los facticos de la controversia. 

    Palabras claves. Delito, falsificación, uso de documento privado falso. 
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II. ABSTRCT 

The objective of the analysis was to determine the sentence of the criminal 

court of appeals in addiction criminal court of liquidator of the Province of Puno of 

the Superior Court of Justice of Puno on the case, of use of a false private document 

according to the normative parameters , doctrinaires and relevant existing 

jurisprudence, in file No. 01373-2014-71-2101-JR-PE-02 Method and materials. It is 

quantitative and qualitative, exploratory, retrospective-cross-sectional level, data 

collection was carried out from a selected file with the convenience sampling 

method, with the observation technique and content analysis. The results show us 

that the defendants were sentenced to two years of imprisonment suspended in their 

execution for a period of one year, subject to the rules of conduct, it also imposes a 

180-day fine that amounts to the sum of three thousand six hundred new soles and set 

for the concept of civil reparation the sum of two thousand new soles, this in favor of 

the Peruvian State and twenty thousand new soles in favor of the aggrieved. 

Conclusion. this for the commission of the crime Against the Public Faith, in the 

form of Forgery of Documents in General, in its form of Use of False Private 

Document, foreseen and sanctioned in the second paragraph of Art. 427. Common 

elements of the crime will be analyzed, that is, the elements necessary for the 

configuration of the criminal offense; knowing the moment of the consummation of 

said crime; analyzes the facts of the controversy. 

    Keywords: Crime, falsification, use of false private document. 

 

 

 

 



4 

 

III. ANALISIS FACTICO DE LA CONTROVERSIA: 

El presente trabajo estamos ante el análisis del expediente signado con el Nro. 

01373-2014-71-2101-JR-PE-02, en donde como hechos facticos dan origen a la 

denuncia penal: Que en fecha 18 de octubre de 1979, la madre de los agraviados 

Asunción Angelica Cabala. de Cabala quien es propietaria del inmueble ubicado en la 

esquina del Jr. Puno y Jr. Arequipa S/N, posteriormente es numerado, celebró un 

contrato de arrendamiento con el imputado Víctor Medina Ochoa y su esposa, contrato 

que fue renovándose respecto al establecimiento comercial ubicado en el Jr. Arequipa 

Nro. 701; al fallecimiento de esta persona Asunción Angelica Cabala de Cabala, 

ocurrido en fecha 03 de febrero del 2013,  se produjo una renovación tacita de dicho 

contrato de arrendamiento, previo acuerdo verbal realizado con el denunciante Víctor 

Andrés Cabala Pineda y el imputado Víctor Medina Ochoa, y, acordando las partes que 

la merced conductiva como pago de arrendamiento seria depositada en una cuenta de 

ahorros del denunciante Víctor Andrés Cabala Pineda, perteneciente a la Caja municipal 

de Arequipa, pago que en efecto se produjo hasta fines del año 2012. La imputada 

Marilú Medina Sanchez, en concertación previa con su coimputado, Vicente Medina 

Ochoa hizo uso del documento privado falso, consistente en la minuta de compra venta, 

signada con fecha 16 de junio de 1994, documento privado que sería falso en su 

totalidad, en calidad de coautora, utilizándolo en fecha 28 de noviembre del 2013, al 

presentarlo junto al poder otorgado por su coimputado, que le facultad a realizar dicho 

trámite, ante la Gerencia de Administración Tributaria de la Municipalidad Provincial 

de Puno, específicamente como documentos adjuntos a la solicitud  de prescripción de 

deuda tributaria, de fecha 28 de noviembre del 2013, en merito a los cuales se dispuso 

su habilitación para el pago del impuesto predial, habiendo realizado los pagos del 

impuesto predial del inmueble indicado, obrantes en los recibos signados con Nros, 
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380301, 380299, 194715, 194716, ante la Municipalidad Provincial de Puno. A demás, 

dicha imputada también utilizó el citado documento falso en fecha 30 de enero de 2014, 

ante la empresa Electro Puno S.A.A. A fin de lograr cambio del usuario de suministro 

de energía eléctrica, respecto del bien inmueble ubicado en el Jr. Arequipa Nro. 701. El 

imputado Vicente Medina Ochoa, en calidad de coautor, otorgó la carta de poder de 

fecha 29 de mayo de 2013, en el cual irroga la condición de propietario de bien 

inmueble ubicado en el Jr. Arequipa Nro. 701, facultando a su coimputada a realizar 

“trámites para instalación de agua, desagüe, luz eléctrica, etc., posibilitando de dicha 

forma y bajo dicha distribución funcional de roles. 

Del proceso se puede rescatar que, mediante la disposición N° 06-2014-MP-

DJP-2FPPCP-1DI (17-09-2014), se dispone formalizar y continuar investigación 

preparatoria contra Víctor Medina Ochoa y Milagros Medina Sánchez por la presunta 

comisión del delito contra la fe pública, en la modalidad de documentos en general, en 

su forma de falsificación de documento privado y uso de documento privado falso, en 

agravio del Estado Peruano y complementariamente de Víctor Andres Cabala Pineda y 

Juana Jesús Cabala Cabala. Y que mediante requerimiento mixto (22-05-2015), se 

sobresee parcialmente la causa a favor de Vicente Medina Ochoa y Marilu Milagros 

Medina Sanchez, por la comisión del delito Contra la Fe Pública, en la modalidad de 

Falsificación de Documento en General, en su forma de Falsificación de documentos, 

previsto y sancionado en el primer párrafo del artículo 427 del Código Penal en agravio 

del Estado Peruano y complementariamente de Víctor Andrés Cabala Pineda y Juana 

Jesús Cabala Cabala; Asimismo,  se formuló acusación en contra Vicente Medina 

Ochoa y Marilú Milagros Medina Sanchez, por la comisión del delito Contra la Fe 

Pública en su modalidad de Falsificación de Documentos en General en su forma de 

Uso de Documento Privado falso, previsto y sancionado en el segundo párrafo del 
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artículo 427 del código penal en agravio del Estado Peruano y complementariamente de 

Víctor Andrés Cabala Pineda y Juana Jesús Cabala Cabala. 

En el transcurso normal del proceso se llevaron audiencias desde 23 de junio de 

2015 para la actuación probatoria: de las cuales se llevó una controversia entre el 

representante del Ministerio Público y la defensa técnica, quien esta última manifiesta 

que adquirieron dicho inmueble mediante  una minuta de compra venta en 1994, por eso 

han sido propietarios; Y en el auto de enjuiciamiento se actuaron las pruebas, que 

fueron admitidas, los mismos consisten en las declaraciones testimoniales de Víctor 

Andrés Cabala Pineda, Juana Jesús Cabala Cabala y Víctor Elisban Cabala Agurto, 

quien declara respecto de los antecedenntes contractuales por los que los acusados 

poseen dicho inmueble, su condición de propietario; declaraciones testimoniales de 

Pedro Fredy Ramos Ramos, Luis Eduardo Manrique Salas (Notario Público); 

declaración testimonial de Genaro Mamani Quispe (ex Gerente de Administración 

Tributaria de la Municipalidad Provincial de Puno); la declaración de Rómulo Coaquira 

Llerena (Sub Oficial de Policía); declaración del perito Yoni Joel Arpasi Mendoza (Sub 

Oficial de Policía); declaración del perito grafo técnico Carlos Hernán Rojas Rodríguez 

y la oralización de documentos: Copia de la minuta de compra venta, signado de fecha 

16 de junio de 1994; copia de recibo de recepción de dinero por venta de inmueble de 

fecha 13 de setiembre de 1988; copia legalizada de la escritura pública de saneamiento 

de áreas, linderos y medidas perimétricas de terreno por mutuo acuerdo, de fecha 08 de 

febrero de 2012; copia legalizada del certificado de numeración de inmueble; copias 

legalizadas de contrato de arrendamiento de fecha 18 de octubre de 1979,  20 de 

noviembre de 1981, 17 de noviembre de 1983,  20 de noviembre de 1985, 31 de octubre 

de 1986, enero de 1998, 1991 y de 17 de mayo de 1991; copia legalizada de la Escritura 

Pública de otorgamiento de Poder, de fecha 28 de enero de 2002; constancias; oficio N° 
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023-2014-MPP/GAT; oficio N° 070-2014 ELPU/GC; copia certificada de la ficha 

registral N° 7124, partida electrónica y anexos; informe pericial de grafotecnia forense 

N° 063/2014; informe grafo técnico documentoscopico. 

Y por la otra parte se reserva a los imputados para que puedan presentar sus 

medios probatorios en la oportunidad que corresponda en la forma de ley; asimismo en 

el alegato final la defensa técnica de los imputados indica que se ha probado y 

demostrado de que sus patrocinados nos son autores del delito de uso de documento 

privado falso e indica y solicita que se le absuelve a sus patrocinados, de igual forma 

procede a argumentar su teoría del caso, y alega de que no se ha acreditado que el 

documento usado sea falso, que no se ha acreditado el perjuicio en los hechos que los 

supuestos agraviados han querido el tracto sucesivo, la inocencia se presume, no se ha 

logrado acreditar los hechos. También el acusado alega que es una persona honorable 

sirve a la sociedad, no es traficante de terrenos ni casa y la acusada alega que su padre a 

firmado áreas y linderos para entregar la propiedad, después la firma les manda una 

carta notarial indicando que desalojemos el local tiene otro dueño. Además, el abogado 

defensor de los acusados alega que sus patrocinados han ingresado al inmueble del Jr. 

Arequipa esquina con Jr. Puno en 1979, como inquilinos siendo la propietaria Asunción 

Cabala de Cabala, de quien adquieren dicho inmueble mediante minuta de compra venta 

en 1994, por eso han sido propietarios. Asimismo,en el año 2012 aparecen con 

documentos los señores Victor Andrés Cabala Pineda y Victor Elisban Cabala Agurto, 

quienes indican que son propietarios de todo el predio, pero su patrocinada reconoce 

que ha utilizado dicha minuta, porque sus padres le han entregado, así como les han 

vendido, asimismo el perito ha indicado que el peritaje tiene un 70% de credibilidad, 

porque ha realizado en copia de copia, por lo que hay duda, además no existe perjuicio, 

por eso no hay conducta típica. 
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Finalmente, luego de terminada la actuación probatoria y emitida la sentencia 

contenida en la resolución Nro 17 (31-01-2017), se falló: Condenando a los acusados 

por el delito Contra la Fe Pública, en la modalidad de Falsificación de Documentos en 

General, en su forma de Uso de Documento Privado Falso, previsto y sancionado en el 

segundo párrafo del Art. 427 a dos años de pena privativa de libertad suspendida en su 

ejecución por el periodo de un año, sujeto a las reglas de conducta, asimismo le impone 

180 días multa que asciende a la suma de tres mil seiscientos nuevos soles y fijó por el 

concepto de reparación civil la suma de dos mil nuevos soles, esto a favor del Estado 

Peruano y veinte mil nuevos soles a favor de los agraviados Víctor Andres Cabala 

Pineda y Juana Jesus Cabala Cabala. La misma que es apelada en su oportunidad por 

parte de la defensa técnica de los condenados. Y las cuales mediante Sentencia de Vista 

Nro. 46-2017 contenida en la resolución Nro. 04-2017 (15-06-2017), resolvieron: 

Primero confirmar la Sentencia Condenatoria contenida en la resolución Nro 17 de 

fecha treinta y uno de dos mil diecisiete. 

IV. ANALISIS CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LA CONTROVERSIA 

Para este análisis, empezaremos analizando que la Constitución es la norma 

jurídica suprema positiva; y, como tal, vincula al Estado y la sociedad y empezaremos 

con la cita tópica constitucional del artículo 2, numeral 24, literal d), “(...)[Que]nadie 

será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté 

previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción 

punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley(...)” (Congreso de la República, 

1993, art. 2) 

Asimismo, la Constitución Política configura a la presunción o, mejor dicho, 

estado de inocencia, como un derecho fundamental en el inciso 24, e) señala “(...) 
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[Que]toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad personales” (Congreso de la 

República, 1993, art. 2) 

En consecuencia, toda persona es considerada inocente mientras no se haya 

declarado judicialmente su responsabilidad”. Esta norma crea en favor de las personas 

un verdadero derecho subjetivo a ser consideradas inocentes de cualquier delito que se 

les atribuya, mientras no se presente prueba bastante para destruir dicha presunción, 

aunque sea mínima. Este derecho es uno de los derechos fundamentales, los cuales se 

construye el derecho sancionador tanto en su vertiente en el Derecho Penal como en el 

Derecho Administrativo Sancionador, su objetivo es garantizar que sean sancionados 

los culpables y ningún inocente sea castigado. En realidad, el derecho a la presunción de 

inocencia ha sido frecuentemente vulnerado. Sin embargo, actualmente ha mejorado en 

algo, si una persona es investigada por un delito y si su caso es ventilado ante la prensa, 

él va a tener que demostrar su inocencia si es que no quiere sufrir el estigma que 

significa ser acusado de un delito. Esto es lo contrario a lo que garantiza la 

Constitución, toda vez que es el órgano acusador el encargado de demostrar su 

inocencia, incluso el acusado tiene el derecho a guardar silencio y no a colaborar con la 

investigación; más, si no quiere ser estigmatizado por la sociedad va a tener que 

demostrar su inocencia, lo cual incluso puede constituir la prueba diabólica: ¿cómo 

demuestro que no he cometido un delito? 

Esto nos permite apreciar que, si bien el reconocimiento del derecho a la 

presunción de inocencia es un derecho fundamental para la protección de la libertad de 

las personas, el goce efectivo de este derecho sólo se dará dentro de un sistema de 

justicia orientado a minimizar el error de condenar a un inocente, y donde cada actor del 

sistema tenga en cuenta ese objetivo (policías, fiscales, jueces, abogados, entre otros). 
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Ahora bien, ¿es correcto considerar a una persona inocente mientras no se 

pruebe el delito que se le imputa? desde un punto de vista lógico, no. El hecho que no se 

haya probado que una persona cometió el delito que se le imputa no significa que 

efectivamente no lo haya cometido por las siguientes razones: 1) El proceso tiene como 

objeto probar que el acusado es responsable de los delitos que se le acusa en función a 

la evidencia existente en el proceso. El proceso no tiene como objeto probar la 

inocencia del acusado sobre los delitos imputados. Además, esto último podría resultar, 

en muchos casos, o imposible o de muy difícil probanza, porque constituye la probanza 

de un hecho negativo: ¿Cómo pruebo que no he cometido el delito que me imputan?; 2) 

La probanza de la responsabilidad del acusado se tiene que realizar dentro de ciertos 

límites impuestos por el ordenamiento, motivo por el cual si una prueba no ha sido 

producida, admitida o actuada de acuerdo a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico, 

ésta no se tendrá por válida. Por ello, pueden existir medios probatorios que demuestren 

la responsabilidad del acusado; sin embargo, al no ser válidas, no podrá ser utilizada 

para condenar al acusado; 3) El estándar de prueba exigido es el que la acusación se 

demuestre más allá de toda duda razonable, lo cual significa que, en ciertos casos, si la 

hipótesis de la defensa es razonable, no se podrá condenar al acusado, pese a que la 

hipótesis de la acusación sea más creíble.  

El derecho a la presunción de inocencia es una regla que garantiza lo siguiente: 

1) El tratamiento que debe recibir el acusado durante el proceso, esto significa que el 

acusado debe ser tratado como inocente sin que pueda imponérsele algún tipo de 

medida que afecte esa condición hasta que el Juez declare su culpabilidad respecto de 

los hechos imputados; y, 2)  Las reglas probatorias que deben seguirse en un proceso 

para determinar cuando una persona puede ser considerada como culpable del delito que 
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se le imputa, lo cual significa que el Juez sólo podrá condenar al imputado cuando la 

acusación ha sido demostrada más allá de toda duda razonable.  

En ese entender, se advierte de este análisis que, los imputados si cometieron el 

delito puesto que la imputada ha introducido el documento privado falso ante la entidad 

Municipal Provincial de Puno y a la empresa Electro Puno S. A. C, asimismo  se ha 

acreditado al imputado por otorgar una carta de poder a su hija-imputada, lo que genera 

una interpretación determinante y corroborada de la concurrencia de todos los 

elementos objetivos del tipo penal, contemplada en el segundo párrafo del artículo 427 

del Código Penal, concordante con el primer párrafo del mismo artículo; y, también la 

jurisprudencia como la doctrina concuerdan con este criterio. Aunado en este tipo de 

delito es de señalar que el uso de documento privado falso exige un perjuicio potencial. 

V. ANÁLISIS DE LA DOCTRINA NACIONAL Y EXTRANJERA  

5.1. DOCTRINA NACIONAL Y EXTRANJERA 

5.1.1 Documento privado 

El documento privado según la (Real Academia Española , 2014) 

consiste en: 

“documento que, autorizado por las partes interesadas, pero no por 

funcionario competente, es prueba a favor de quien lo escribe o sus 

herederos y recae sobre documento formalizado entre particulares, sin la 

intervención de notario o funcionario público que lo autorice” (p.229). 

Por otro lado, un documento privado, según la doctrina y las leyes, más 

específicamente el Código Civil: aquel documento que no cumple con las 

formalidades señaladas por la ley para los documentos públicos y por lo tanto no 

ha sido elaborado y formalizado ante un funcionario público. En ese entender 

definiremos que, los documentos privados son aquellos que han sido creado por 
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los particulares en el ejercicio de sus facultades, actividades y un documento 

privado puede adquirir la connotación de documento público cuando ese 

documento es presentado ante notario público. 

5.1.2 Falsificación de documento 

Conforme al código penal texto del artículo 427 del código penal el 

delito de falsificación de documentos consiste en. 

[ ..“ El que hace, en todo o en parte, un documento falso o adultera uno 

verdadero que pueda dar origen a derecho u obligación o servir para 

probar un hecho, con el propósito de utilizar el documento, será 

reprimido, si de su uso puede resultar algún perjuicio (Còdigo Penal , 

2017). 

De ello entendemos que, el   sólo hecho de falsificar un documento, se 

estaría consumando el delito, puesto que, efectuada la falsificación del objeto 

material del delito, éste se convierte en un elemento potencial para usar peligro a 

terceros, en ese sentido el uso o no de dicho instrumento será irrelevante para la 

consumación del delito, pues como el mismo texto legal antes citado lo señala 

debe existir una probabilidad en un futuro perjuicio, mas no habla de un 

perjuicio causado, como erróneamente se entiende. Es diferente de la legislación 

venezolana, puesto que tanto la falsificación en todo o en parte de un documento 

público, constituye delito, trátese de una alteración material o ideológica del 

documento. Es igualmente conducta punible el uso que se haga de un documento 

falso; sin embargo, cuando quien falsifica el documento público es el mismo que 

lo usa, la Legislación Penal Colombiana, integra en un solo tipo penal estos 

comportamientos, con indudable beneficio penológico para el incriminado del 

Código Penal Colombiano, se establece: 
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(...) [Que] falsificar un documento privado puede ser penado con 16 a 

108 meses de prisión, siempre y cuando este documento sea utilizado 

como prueba en cualquier procedimiento o proceso para obtener un 

beneficio o un derecho, más allá de que finalmente le haya otorgado o no 

un beneficio a quien lo presentó. (Codigo Penal Colombiano, 2019, art. 

289) 

En ese entender podemos decir la falsificación de documentos consiste 

en elaborar un documento falso o introducir datos falsos en un documento 

verdadero. 

Ahora la falsedad es el todo mientras, que la falsificación es la parte, para 

que ésta última se dé tiene que existir previamente un documento u 

objeto legítimo, es así que la diferencia resulta importante porque supone 

una realización material en el documento u objeto que se manipula, por 

ejemplo, a la manipulación de un documento legítimo. La actividad de 

falsificación también comprende una actuación material más que 

intelectual (Conde, 1999) 

Debemos de tener en cuenta que la falsificación supone actos en las que 

se pretenda engañar a un tercero con la finalidad de beneficiarse de algún modo. 

La tipicidad, antijuricidad y culpabilidad son los tres principales 

elementos que pertenecen a las consideraciones generales de la teoría del delito, 

siendo así elemento tripartito del delito, pero para algunos casos tenemos que ver 

más allá de los tres elementos del delito, estos elementos son importantes para la 

configuración del delito: la tipicidad, antijuridicidad y la culpabilidad. En tal 

sentido, si la conducta realizada por un sujeto es típica, antijurídica y culpable, 

entonces nos encontraríamos frente a un delito. Estos elementos, vale decir, se 
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rigen por la preclusividad. Esto quiere decir que para que se configure el delito 

se deben haber verificado los tres, uno después del otro, porque si uno no se 

verifica, entonces no se podrá pasar a analizar el siguiente. En el presente 

artículo nos encargaremos de mencionar brevemente los elementos del delito y 

de desarrollar. 

5.1.3 La tipicidad del tipo base 

La tipicidad, como sabemos, viene a ser la operación de verificación y 

determinación de una conducta real, una conducta denunciada, adecuada en su 

aspecto objetivo y en su aspecto subjetivo al tipo penal. Sólo si se concreta esta 

verificación, podrá decirse que hay tipo objetivo y tipo subjetivo, que hay 

adecuación subjetiva y objetiva y, en consecuencia, que hay tipicidad. 

Del presente expediente de análisis si constituye delito, puesto que 

cumple todos los elementos, ya sea la tipicidad, antijuricidad y culpabilidad. 

5.1.4 La tipicidad Objetiva 

Para Frisancho Aparicio (2011) manifiesta que “El uso de documento 

falso se configura cuando se sirve del documento con la mera voluntad de su 

empleo y para cualquier fin jurídico” (p.195) 

Es un delito de peligro concreto. Por usar el documento inauténtico o 

adulterado se debe entender el hacer accesible el documento a la persona 

de quien se quiere engañar, esto es en darle la posibilidad a esa persona 

de que tome conocimiento del documento, aunque el mismo no llegue a 

producirse, con la finalidad de inducirlo a realizar un comportamiento 

jurídicamente relevante. no se requiere, la producción del engaño para 

considerar consumada la falsedad. (Frisancho Aparicio 2011, p.196). 
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El requisito típico del uso del documento falso cuando se lo introduce en 

el tráfico jurídico; desde que se coloca o incorpora el documento falso o 

falsificado al tráfico o al cúmulo de relaciones sociales, políticas, 

económicas o jurídicas; para determinar si el documento falso en realidad 

se utiliza o emplea, lo decisivo es la penetración o incorporación en el 

tráfico jurídico (castillo, 2001,p.206). 

En el presente caso ha quedado acreditado que los imputados han hecho 

uso del documento privado falso consistente en el contrato de compraventa, 

presentándolo a la Municipalidad Provincial de Puno, solicitando prescripción 

de la deuda tributaria, adjuntando dicha minuta falsa; asimismo han presentado 

el mismo documento a Electro Puno S. A. A.  solicitando cambio de razón 

social. Los acusados admiten que han hecho uso de ese documento, sosteniendo 

el defensor que ese documento es auténtico, empero no ha acreditado con alguna 

prueba científica su afirmación. 

5.1.5 La tipicidad subjetiva 

El delito es básicamente doloso. 

El dolo del autor requiere el conocimiento de la falsedad del documento 

y de la aptitud del mismo para engañar y ocasionar perjuicio a terceros. 

citando a Lenckner sostiene que cualquiera de las tres conductas descritas 

en el artículo 427 del Código Penal, necesita, para ser típica la 

realización de una finalidad específica, esto es el ánimo de engañar en el 

tráfico jurídico. Esto implica la necesidad de que concurra en el agente 

dolo directo (Frisancho, 2011, p.276). 

El dolo típico requiere el conocimiento cierto de la falsedad del 

documento y la voluntad de utilizarlo tal según su finalidad probatoria. No es, 
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pues, compatible con el delito el dolo eventual; “sólo el directo opera en él. El 

tipo delictivo del segundo párrafo del art. 427 del Código Penal peruano, 

requiere, pues, el conocimiento que el documento en cuestión es falso y la 

voluntad de usarlo a pesar de ello” (Urtecho, 2015, p.256). 

En el presente análisis del caso el acusado ha otorgado poder a su hija la 

acusada, con expresa mención de que está entregando los documentos originales, 

es decir, la minuta falsa y otros, atribuyéndose ser propietario cuando dice 

documentos de mi inmueble, para las gestiones que debe realizar, quien deberá 

presentarlo a las instituciones pertinentes para la obtención de los objetivos 

propuestos, del cual se infiere que ha actuado con conocimiento y voluntad de 

hacer uso de documento falso, del cual se infiere el dolo del acusado. La acusada 

por su parte ha cumplido con presentar dicho documento a la Municipalidad de 

Puno y a Electro Puno, hecho que ha reconocido en el acto del juicio oral, 

además su abogado defensor ha indicado que el acusado habría transferido este 

inmueble que aparece en dicha minuta falsa a la acusada, de los cuales se deduce 

que ha actuado con conocimiento y voluntad de que era un documento falso, 

pero igual presento a las entidades públicas precitada, y para no ser descubierto 

que era falso los acusados han pretendido sostener que la minuta y el recibo de 

dinero había sido sustraído de la acusada  por dos sujetos. 

5.2. Consumación. 

En el segundo párrafo del artículo 427º del Código Penal se consuma cuando 

se usa o emplea el documento, es decir, desde que se introduce el documento en el 

tráfico jurídico, no requiriéndose que tal incorporación tenga éxito. En ese sentido la 

tentativa resulta imposible y el plazo de prescripción empieza a contarse desde el 

momento de la utilización del documento apócrifo. Nuestro Código Penal establece 
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que el uso del documento falsificado o adulterado ha de tener la posibilidad de 

ocasionar un perjuicio a tercero (perjuicio potencial) Para Frisancho Aparicio, (2011) 

manifiesta “Sin embargo, tal perjuicio no debe producirse para que se consume el 

delito” (P.217) 

Por otro lado, afirma “se consuma cuando se usa o emplea el documento, es 

decir, desde que se introduce el documento en el tráfico jurídico, no requiriéndose que 

tal incorporación tenga éxito” (Frisancho Aparicio, 2011, p.208) en el presente caso, 

se trata de un delito consumado. 

5.3. Antijuricidad 

Para Hurtado Pozo, (1987), define. 

La antijuridicidad es la acción típica contraria al orden jurídico, es decir, no 

basta que la conducta encuadre al tipo penal, además se necesita que esa 

conducta sea antijurídica. La antijuridicidad consiste en una evaluación 

objetiva y general que se formula sobre la base de su carácter que contraviene 

el orden legal (p.186). 

En ese entender el hecho de hacer uso de un documento falso, es contrario al 

ordenamiento jurídico, afecta al bien jurídico especifico de este delito. No se presenta 

ninguna causa de justificación de las previstas en el artículo 20 del Código Penal, 

menos ha sido invocado por la defensa técnica por lo que se verifica la antijuricidad. 

5.4. Culpabilidad 

La culpabilidad como juicio de exigibilidad del actuar correcto se formula 

cuando el autor estando en condiciones individuales y sociales para autodeterminarse 

conforme a derecho se decidió por el injusto. “Es el reproche de la conduta típica y 

antijuridica; y no concurrir supuestos de exclusión de culpabilidad como son: la 
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inimputabilidad, desconocimiento de la prohibición y la inexigibilidad de otra 

conducta” (Hurtado Pozo, 1987p.216) 

En este caso, los imputados son personas mayores de edad, no sufren de 

alguna anomalía psíquica ni de percepción que le haga inimputabilidad, tampoco se 

presenta supuestos de desconocimiento de la prohibición, estado de necesidad 

exculpante ni miedo insuperable, menos ha sido invocado por la defensa técnica de 

los acusados, por lo que se verifica la culpabilidad. 

5.5. Autoría 

De conforme Salinas Siccha, (2008) “el código penal en el artículo 23 

manifiesta que el tipo de delitos se admiten la autoría directa o inmediata, la 

coautora, las formas de participes”. 

En este caso los acusados tienen la condición de coautores, puesto que se 

desprenden que han actuado con reparto de roles y dominio funcional del hecho. 

puesto que el acusado otorgo poder a la acusada para que presente la minuta falsa de 

compraventa a las entidades públicas, a sabiendas que era falso, porque de ser verdad 

desde el momento de celebrado la compraventa mediante dicha minuta, hubiera 

dejado de pagar alquileres, sin embargo, han seguido pagando hasta 2012. Cuando 

los agraviados realizaban gestiones de saneamiento y aclaración de áreas, los 

acusados tampoco han manifestado ser propietarios de la parte del inmueble que 

ocupan, menos mostrar el documento privado falso, todo ello revela que tenía pleno 

conocimiento de su falsedad. La acusada se encargó de presentar documentos a 

dichas entidades, a sabiendas de que era falsa. Del cual se desprende el reparto de 

roles, con dominio funcional. En tal caso por el principio de imputación reciproca, lo 

hace uno alcanza a los demás coautores. 

5.6. Bien jurídico 
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Para Frisancho (2018) el bien jurídico. 

Se puede establecer que se tutela dentro de los delitos contra la fe pública es la 

confianza que tienen todos los asociados en la autenticidad, veracidad y 

eficacia de documento, esa confianza debe de ser considerada como una 

situación indispensable para la viabilidad del tráfico jurídico 

Por otro lado, mencionamos que, el uso de la minuta falsificada se ha 

afectado intereses diversos de eminente contenido privado y público; esto es la 

fuerza y validez probatoria de los documentos. 

7.2 EL PERJUICIO COMO ELEMENTO DE TIPO PENAL 

En nuestro ordenamiento jurídico consideran que cuando se habla de perjuicio 

del delito de falsedad documental, éste debe de significar un peligro potencial y no un 

peligro concreto, en ese sentido, se toma como teoría válida considerar al perjuicio 

como elemento de tipo lo que significa que la conducta será castigada sin la necesidad 

de haber causado perjuicio. 

Es así que, la única forma de considerar al perjuicio es como “posibilidad de 

perjuicio” o el “perjuicio potencial”, pues solo de esta manera el objeto material del 

delito es puede ser idóneo para quebrantar el bien jurídico tutelado que vendría a ser la 

Fe pública, cuya titularidad corresponde al estado. 

Para, Frisancho (2011) manifiesta que “el perjuicio alude la ley, debe 

presentarse de manera potencial. El codificador en el Artículo 427 del Código Penal ha 

señalado expresamente que: si de su uso (del documento) puede resultar algún perjuicio. 

(p.165) 

La jurisprudencia ha establecido que: “para que se tipifique el delito de 

falsificación de documento se requiere la posibilidad de que de su uso pudiera derivar 



20 

 

algún perjuicio a un tercero, el mismo que debe ser acreditado” (Ejecutoria Suprema, 

1985, p.269) 

En el caso concreto, con el uso de la minuta falsa, se ha causado perjuicio al 

Estado porque se ve afectado en la credibilidad del tráfico de documentos, además se ha 

causado perjuicio a los particulares agraviados, puesto que desde el 2012 no pueden 

entrar en posesión del bien inmueble. 

VI. ANALISIS DE LA JURISPRUDENCIA 

Es aplicable al caso concreto lo contenido en: El Tribunal Constitucional se ha 

pronunciado respecto al delito de falsificación de documentos, la primera sala Penal 

Transitoria de la Corte Superior de Tacna, 2004.  

(...) Primero: [Que sostiene] Con el solo hecho de falsificar un documento, se 

estaría consumando el delito, puesto que efectuada la falsificación del objeto 

material del delito, se convierte en un elemento potencial para causar peligro a 

terceros, en ese entendido el uso o no de dicho instrumento será irrelevante para 

la consumación, pues como el mismo texto legal, antes citado lo señala, debe 

existir una probabilidad de un futuro perjuicio, mas no habla de un perjuicio 

causado como erróneamente se entiende.  

La fecha de falsificación del documento es la fecha de consumación del delito, 

por tanto, desde aquella fecha deberá establecerse el plazo de prescripción penal, 

por lo que estando a lo establecido en el artículo cuatrocientos veintisiete del 

Código sustantivo en concordancia con los artículos ochenta y ochenta y tres del 

mismo cuerpo de leyes, a la fecha la acción penal ha prescrito 

De otro lado, De otro lado, la Primera Sala Penal Liquiladora de la Corte 

Superior de Lima , (2012) en la sentencia de fecha 03 de abril de 2012, emitida en el 

proceso penal seguido contra Frank Jonhatan Núñez Garzón, como cómplice primario 
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del delito contra la Administración Pública – Peculado en agravio del Estado, ha 

señalado lo siguiente:  

(…..) Conducta típica descrita en el artículo 427 del Código Penal, que establece 

“El que hace, en todo o en parte, un documento falso o adultera uno verdadero 

que pueda dar origen a derecho u obligación o servir para probar un hecho, con 

el propósito de utilizar el documento, será reprimido, si de su uso puede resultar 

algún perjuicio, con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de diez 

años con treinta o noventa días multa si se trata de un documento público, 

registro público, titulo autentico o cualquier otro transmisible por endoso o al 

portador y con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cuatro 

años, y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días multa , si se trata de 

un documento privado”; asimismo “el que hace uso de un documento falso o 

falsificado, como si fuese legítimo, siempre que 74 de su uso pueda resultar 

algún perjuicio, será reprimido, en su caso, con las mismas penas”. ( Còdigo 

Penal , 2017, p338  

Asimismo, “En cuanto a la falsedad burda la jurisprudencia italiana, que ha 

estudiado más en profundidad que la española, la tosquedad en la falsedad, 

manifiesta que en el falso grossolano es necesario que la idoneidad del objeto 

para dañar la fe pública sea absoluta. La jurisprudencia italiana se ha 

cuestionado la posibilidad de considerar burda la falsedad generalmente cuando 

las conductas falsarias son las de alteración o simulación” (Muñoz, 1999, p.73)  

Por otro lado “En atención a que el tipo del art. 292 del Cód. Penal exige la 

idoneidad de la falsificación para la lesividad del bien jurídico, corresponde 

descartar la tipicidad de la presentación de una fotocopia, atento a su marcada 
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inadecuación para afectar la fe pública. [CN Casación Penal, Sala III, 7/7/98, 

“Colignon, Silvia”, JA, 1999-III-234]” (Urtecho, 2015,p.644) 

VII. IDENTIFICACIÒN DE ERRORES SUSTANTIVOS Y PROCESALES. 

a. Errores sustantivos: 

En la formalización y continuación de la investigación preparatoria 

se ha tipificado como Falsificación de documento público, pero al tipificarlo 

la conducta típica si era delito falso privado no varía en la conducta del 

delito, no obstante, ello fue precisado en la ampliación de la formalización 

de investigación preparatoria como documento privado. Aunado a ello estos 

errores no afectan a la imputación necesaria.  

b. Errores procesales 

Una observación que se le puede hacer es que fueron demasiadas 

audiencias (desde el 23 de junio de 2015 hasta el 17 de enero de 2017) para 

solo la actuación probatoria, en donde se actuaron:  las declaraciones 

testimoniales de Víctor Andrés Cabala Pineda, Juana Jesús Cabala Cabala y 

Víctor Elisban Cabala Agurto, quien declara respecto de los antecedentes 

contractuales por los que los acusados poseen dicho inmueble, su condición 

de propietario; declaraciones testimoniales de Pedro Fredy Ramos Ramos, 

Luis Eduardo Manrique Salas (Notario Público); declaración testimonial de 

Genaro Mamani Quispe (ex Gerente de Administración Tributaria de la 

Municipalidad Provincial de Puno); la declaración de Rómulo Coaquira 

Llerena (Sub Oficial de Policía); declaración del perito Yoni Joel Arpasi 

Mendoza (Sub Oficial de Policía); declaración del perito grafo técnico 

Carlos Hernán Rojas Rodríguez y la oralización de documentos: Copia de la 

minuta de compra venta, signado de fecha 16 de junio de 1994; copia de 
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recibo de recepción de dinero por venta de inmueble de fecha 13 de 

setiembre de 1988; copia legalizada de la escritura pública de saneamiento 

de áreas, linderos y medidas perimétricas de terreno por mutuo acuerdo, de 

fecha 08 de febrero de 2012; copia legalizada del certificado de numeración 

de inmueble; copias legalizadas de contrato de arrendamiento de fecha 18 de 

octubre de 1979,  20 de noviembre de 1981, 17 de noviembre de 1983,  20 

de noviembre de 1985, 31 de octubre de 1986, enero de 1998, 1991 y de 17 

de mayo de 1991; copia legalizada de la Escritura Pública de otorgamiento 

de Poder, de fecha 28 de enero de 2002; constancias; oficio N° 023-2014-

MPP/GAT; oficio N° 070-2014 ELPU/GC; copia certificada de la ficha 

registral N° 7124, partida electrónica y anexos; informe pericial de 

grafotecnia forense N° 063/2014; informe grafo técnico documentoscopico. 

VIII. PROPUESTA DE SOLUCIÓN DEL CASO. 

Cómo parte de la defensa técnica de los imputados se hubiera podido haber 

plateado Terminación Anticipada previsto en el artículo 468 del Código Procesal Penal; 

este proceso de terminación anticipada, para su procedencia, no restringe a ningún 

delito; por lo tanto, debido que la pena abstracta previsto para el delito de uso de 

documento privado falso, es de dos a cuatro años, aplicando el sistema de tercios 

incorporado en el Código Penal por la Ley N° 30076, al no existir agravantes genéricas 

el cálculo de la pena será dentro del tercio inferior, esto es, de 2 años a 6 meses.  Por 

haberse sometido al proceso de terminación anticipada tiene un beneficio de reducción 

de pena a una sexta parte. 

En el artículo 57° del Còdigo Penal , (2017). 

Señala que el Juez puede suspender la ejecución de la pena siempre que reúnan 

los siguientes requisitos: 1. Que la condena se refiera a pena privativa de libertad 
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no mayor a cuatro años. 2. Que la naturaleza, modalidad del hecho punible, 

comportamiento procesal y la personalidad del agente, permitan inferir al juez 

que aquel no volverá a cometer un nuevo delito. El pronóstico favorable sobre la 

conducta futura del condenado que formule la autoridad judicial requiere de 

debida motivación; y, 3. Que el agente no tenga la condición de reincidente o 

habitual. El plazo de suspensión es de uno a tres años. 

Entonces, cumplimos con el requisito de pena no mayor a cuatro años, los 

acusados no son reincidentes ni habituales. Y, el beneficio de lograr una sentencia de 

ejecución suspendida se encuentra prescrito en el artículo 61° del Código Penales que 

señala, la condena se considera como no pronunciada si transcurre el plazo de prueba 

sin que el condenado cometa nuevo delito doloso, ni infrinja de manera persistente y 

obstinada las reglas de conducta establecidas en la sentencia. Entonces el principal 

beneficio es que los acusados no tengan antecedentes penales.  

Finalmente, los legisladores deberían variar el termino usar por el término 

Presentar. Asimismo, establecer una nueva jurisprudencia con carácter vinculante que 

defina la posición más clara y evite caer en contradicciones para que ésta sea tomada en 

cuenta por los operadores de justicia con la intención de resolver adecuadamente esta 

clase de ilícitos. 

IX. CONCLUSIONES 

PRIMERO: El delito de "falsificación de documento general- uso de documento 

privado falso" que se encuentra ubicado en el Título XIX, "Delitos 

contra la fe pública" específicamente en el segundo párrafo del 

artículo 427 que tipifica a dicho delito. 

SEGUNDO: El delito se consuma con la realización de un documento falso o la 

adulteración de uno verdadero. Por tanto, no se requiere que el sujeto 
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activo emplee dicho documento, es decir, que lo introduzca en el 

tráfico jurídico, siendo suficiente con que tenga dicho propósito. 

TERCERO: La Casación 1121-2016- Puno para la configuración del delito de 

falsificación de documentos –artículo 427 del Código Penal– no exige 

la materialización de un perjuicio, siendo suficiente un perjuicio 

potencial. 

Finalmente, el expediente analizado pone en clara evidencia la influencia de la 

casación 1121- 2016-Puno, estableciendo que sin ser de carácter 

vinculante es muy tomada en cuenta por los magistrados a la hora de 

resolver esta clase de ilícitos; la casación 1121-2016-Puno 

definitivamente influye en la sentencia emitida por los magistrados, tal 

como se evidencia en el expediente analizado. 
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1. FORMALIZACION DE INVESTIGACION PREPARATORIA: 
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2.  AMPLIACION DE FORMALIZACION DE INVESTIGACION PREPARATORIA: 



41 

 

 

 



42 

 

 

 

 

 



43 

 

 

 



44 

 

 

 

 



45 

 

 

 

 



46 

 



47 

 

 

 

 

3. CONCLUSION DE LA INVESTIGACION PREPARATORIA: 
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4. REQUERIMIENTO MIXTO(ACUSACION Y SOBRESEIMIENTO): 
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5. RATIFICA EL REQUERIMIENTO DE SOBRESEIMIENTO: 
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6. SENTENCIA: 
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7. APELACION DE PARTE DE LOS IMPUTADOS: 
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8. SENTENCIA DE VISTA: 
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